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INFORME SOBRE UNA DEMANDA PRESENTADA CONTRA
LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY, POR UN GRUPO ORIGINAL DE DIEZ BANCOS
(HOY NUEVE BANCOS), ANTE LOS TRIBUNALES DE LA CONFEDERACIÓN HELVÉTICA

(Presentado por la Misión Permanente del Paraguay)
INFORME SOBRE UNA DEMANDA PRESENTADA CONTRA LA REPUBLICA DEL PARAGUAY, POR UN GRUPO ORIGINAL DE DIEZ BANCOS (HOY NUEVE BANCOS), ANTE LOS TRIBUNALES DE LA CONFEDERACION HELVETICA

En el año 1979, el Señor Gustavo Gramont Berres fue nombrado Cónsul Honorario del Paraguay ante la Confederación Helvética. Posteriormente, por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 39.808, de fecha 27 de mayo de 1983, obtuvo el rango de “Embajador en Misión Especial”. En fecha 10 de octubre de 1986, el Ministerio de Hacienda emitió la Resolución Ministerial Nro 1.205 la cual autorizaba al Señor Gramont  Berres a “buscar inversiones, proponer proyectos de desarrollo del país para lo cual debía mantenerse en continuo contacto con el Ministerio de Hacienda, antes de concluir cualquier operación de préstamo o garantía”. 
El artículo 2º de dicha Resolución textualmente dice  “el funcionario designado en el artículo anterior recibirá las instrucciones pertinentes acerca de las gestiones que le encomiende el Gobierno e informará de las mismas al Ministerio de Relaciones Exteriores”, cosa que no  hizo en ninguna circunstancia o momento.

El mencionado Gramont Berres era propietario de dos empresas constituidas en la República del Paraguay bajo la forma de Sociedad Anonima, Rosi S.A, en la cual era único accionista y Lapachos de San Isidro S.A. en la cual era accionista mayoritario. En su carácter de  “Cónsul Honorario en Ginebra y Embajador del Paraguay en Misión Especial”  negoció dos proyectos industriales “de inversión” en los que estaban involucradas sus  dos firmas privadas.

En fecha 31 de mayo de 1986, suscribió un contrato de préstamo privado entre Rosi S.A. y el Overland Trust Bank para la construcción de una planta de procesamiento y enlatado de cítricos, que estaría  situada  en  el  distrito de La Colmena, Departamento  del
Guairá, por un monto de 26.762.842 dólares de USA y el 1 de setiembre de 1987 suscribió otro préstamo privado entre la firma Lapachos  de  San  Isidro  S.A.  y  el  Overland  Trust  Bank,  para  la construcción y equipamiento de una planta farmacéutica para la producción de soluciones intravenosas, por la empresa italiana Pierrel Hospital S.P.A., por un monto de 54.800.000 marcos alemanes, equivalente a 32.619.055 dólares de USA. Para el segundo préstamo, la sede no estaba aún prevista ni existía un inmueble en
el cual se iba a establecer la fábrica. El capital social de la firma Lapachos de San Isidro S.A., que recibió esta inmensa cantidad de dinero, no alcanzaba la cantidad de 30.000 dólares de USA.

Los dos proyectos de inversión  podrían haber sido de interés, en el caso de que fueran legales, al desarrollo del Paraguay, pero desgraciadamente fueron basados en actos ilícitos que resultó un total fracaso. En el caso de Ros S.A., se llegó a construir la fábrica de jugos  de  frutas  y  envasamiento   de  verduras  hasta  un 80%. El caso de la posible fabrica de productos farmacéuticos y hospitalarios sollo legaron unos pocos contenedores que nunca fueron retirados del Puerto de Asunción. No existe siquiera un inmueble para la instalación de la fábrica, de modo que, los 54 millones de marcos alemanes nadie sabe donde fueron a parar.   

Queremos llamar la atención del Convenio de Naciones Unidas sobre las Misiones Especiales, del cual el Paraguay es parte. La Resolución de la Asamblea General Nº259 (XXIV), que quedó abierta a la firma de los Estados Miembros el 16 de diciembre de 1969, establece “que las funciones de una Misión Especial serán determinadas por consentimiento mutuo del Estado que envía y del Estado receptor” (art. 2, 3 y 8 de la Convención). Según consta en los antecedentes, el Gobierno de la República del Paraguay, jamás comunico la existencia de una Misión Especial del Paraguay  encabezada por Gustavo Gramont Berres, al Gobierno de la Confederación Helvética (Suiza). Como asi tampoco en la fecha en que se suscribieron los contratos de préstamos privados y garantías, en Ginebra, existía una Embajada del Paraguay en Suiza, según atestación del propio Gobierno Suizo. Este punto es importante, porque los sellos que pone Gustavo Gramont Berres en toda la documentación de los préstamos y de las garantías firmadas en nombre de la República del Paraguay, dice “Embajada del Paraguay 
en Suiza”, es una falsedad que consta en un informe del Ministerio de Relaciones Exteriores de Suiza.

 Para la financiación de estos dos proyectos, el mencionado Gramont Berres contactó con un banco suizo, con sede en Lugano, el Overland Trust Bank, actualmente desaparecido de Suiza. El presidente de este banco, Francois Xavier Nicoletti, se encargó de formar un sindicato de 10 bancos para esa financiación; cuya nómina es la siguiente:
1.- Banque Bruxelles Lambert (Suisse S.A.)

2.- D.G. Bank (Schweiz) A.G.

3.- Banque Paribas

4.- Union de Banques Arabes et Francaises

5.- Cassa Di Risparmio di Torino

6.- Banca Di Roma International

7. Mecfint (Jersey) Ltd.

8.- Sanpaolo - Lariano Bank S.A.

9.- Banca Popolare di Milano

10.- Republic National Bank of New York

Los bancos para otorgar estos préstamos exigieron que se diese la garantía de la República del Paraguay y al mismo tiempo que la Sezione Speciale Per L’assicurazione del Credito All’esportazione (SACE), entidad italiana, diese también la garantía de esta institución, la cual fue otorgada. Esas garantías en nombre de la República del Paraguay las firmó en los dos contratos Gustavo Gramont Berres, adicionando el aval de las dos empresas parte. Por Rosi S.A.  su propia esposa, Gloria Morínigo Escalante, quien firmó el documento omitiendo el apellido del marido, o sea según nuestra costumbre  “de Gramont Berres”. En nombre de Lapachos de San Isidro S.A., la Señora Silvia Teresa Cáceres de Fois. 
El Gobierno Paraguayo conoció la existencia de estos documentos recién en el año 1995, cuando fue notificado de la demanda entablada en contra el Estado Paraguayo por los Bancos Acreedores, ya que no existe constancia de ellos ni en la Cancillería, ni en el Ministerio de Hacienda. 

Con la llegada de la democracia al Paraguay en febrero de 1989 y al vencer el primer pagaré firmado por el estafador Gustavo Gramont Berres, por la falsa garantía que había otorgado en nombre de la República del Paraguay, por los dos proyectos industriales de su propiedad, el Gobierno de Italia reclamó el pago de dicho pagaré, en representación de la Sezione Speciale Per L’assicurazione del Credito All’esportazione (SACE).

El Ministro de Relaciones Exteriores, Doctor Luis María Argaña, en nota 20 de febrero de 1990, dirigida al Ministro de Relaciones Exteriores de Italia, Señor Gianni de Michelis, le expresó que habiendo examinado atentamente el Gobierno del Paraguay los antecedentes del caso, resulta que no se han reunido los requisitos constitucionales y legales para que el Estado Paraguayo tenga comprometida su garantía, ya que se trataba de un préstamo comercial privado. La nota del Canciller Argaña también declaraba que esa comunicación obedecía al deseo del Gobierno Paraguayo de evitar que el Ilustrado Gobierno de Italia y sus instituciones sean sorprendidos en su buena fe.

A pesar de esta clara comunicación, el Gobierno de Italia, en forma insistente, siguió realizando los reclamos de pagos de los pagarés por medio de sus sucesivos Embajadores Sergio Grimaldi y Antonio Cavaterra. En 1994, el entonces Ministro de Relaciones Exteriores, Embajador Luis María Ramírez Boettner, dirigió una nota al Gobierno de Italia, demostrándole en forma clara y terminante, que su gobierno carecía de personería jurídica y legitimidad para que reclamasen al Gobierno del Paraguay. Mi gobierno alegó que
la SACE en su carácter de reaseguradora del empréstito privado otorgado, se había negado a pagar a los Bancos prestatarios alegando la falta de cumplimiento de los requisitos de orden jurídico interno  necesarios para obligar al Estado Paraguayo por   esas  falsas   deudas  y en consecuencia no había lugar para una subrogación legal como  tampoco cabía la protección diplomática porque no se habían agotado los recursos legales locales, asimismo no había denegación de justicia, requisitos indispensables para que exista una reclamación diplomática.
El Ministerio de Relaciones Exteriores  buscó la posibilidad de que esa fábrica se terminase y funcionase para dar salida a la producción frutícola y de verduras de la zona de La Colmena.  Se buscó un posible comprador, que adquiera de la firma Rosi S.A., con la condición de que no requeriría la garantía del Gobierno del Paraguay, y al haberse encontrado un comprador interesado, éste hizo revisar la fábrica por la Societé General de Sourveillance, que la valuó entre 10 y 11 millones de dólares, en tanto los bancos reclamaban 40 millones de dólares por ella, cosa que el comprador rechazó y la operación no se realizó.
En la demanda planteada en Ginebra contra la República del Paraguay, los 10 bancos originales expresaron que lo hacían en ese foro porque en el contrato de garantía firmado por  Gustavo  Gramont Berres, éste, en nombre de la República del Paraguay (sin tener atribuciones) renunciaba a la jurisdicción paraguaya y aceptaba la ley suiza como vigente, y al mismo tiempo renunciaba a la inmunidad de Estado y la inmunidad de ejecución. Siempre el Paraguay  sostuvo  la postura de que Gramont Berres no tenía atribuciones ejecutivas ni legislativas. El Poder Ejecutivo ni el Poder Legislativo  autorizaron a Gramont Berres a comprometer garantía alguna de la República del Paraguay. Para que un Representante del Estado Paraguayo pueda comprometer en garantía o el aval del tesoro de la República, es requisito indispensable la autorización expresa del Poder Ejecutivo. Aún cuando el Poder Ejecutivo autoriza al representante del país a acordar un aval o garantía para que el mismo pueda obligar al Estado como persona jurídica, se requiere de la consiguiente sanción de una ley por parte del Poder Legislativo. Así lo establecía el artículo 180 inc. 6 y artículo 149, inc. 5 y 8 de la Constitución de 1967, vigente en la fecha de los delitos perpetrados por Gramont Berres, en concordancia con las actuales prescripciones de la Constitución de 1992.

Ante esta situación sumamente delicada para la República del Paraguay, previas consultas con la Presidencia de la República y la Procuraduría General de la República, se optó por presentar dos excepciones de especial y previo pronunciamiento: Inmunidad del Estado e Incompetencia del foro. Al mismo tiempo, el Ministro de Relaciones 
Exteriores del Paraguay, remitió una nota al Ministro de Relaciones Exteriores Suizo, Señor Flavio Cotti, con fecha 20 de noviembre de 1995, invocando que el Gobierno del Paraguay no aceptaba someterse a la jurisdicción de los tribunales suizos y solicitaba se informe al Tribunal de Primera Instancia de Ginebra sobre la Inmunidad del Estado Paraguayo e Inmunidad de jurisdicción como país soberano. El Gobierno Suizo no hizo lugar a esta petición, clara y firme, no obstante los fundamentos jurídicos sólidos e incontestables que se le expresaba en dicha nota. Como por ejemplo, la nota invocaba la Convención Europea sobre Inmunidad del Estado y el Protocolo Adicional firmado en Basilea el 16 de mayo de 1972, que contiene las normas sobre Inmunidad de Estados Soberanos. Igualmente, el Ministro de Relaciones Exteriores, Embajador Luís María Ramírez Boettner mantuvo dos entrevistas personales con el Ministro Cotti y con el Director del Departamento de Derecho Internacional Público Suizo Doctor Mathías Kraft, eminente jurista que reconoció finalmente que el Paraguay no había actuado en este caso ni jus gestionis ni jus imperii.
En las tres instancias, la justicia suiza no reconoció ni hizo lugar a las excepciones que se habían planteado y en consecuencia se dejaba al Paraguay en total indefensión. Por esta razón, el Gobierno del Paraguay  se vio obligado a contestar la demanda porque era el único medio de defensa, y la forma de probar y rechazar el fraude que significaban esas falsas garantías. En caso de no se contestar la demanda, y se dejaba tramitar el proceso correspondiente, a las pocas semanas saldría una sentencia condenatoria in absensia, y el Paraguay, ante el mundo quedaría sin haber presentado pruebas, con una condena que significaba una demostración de abandono y reconocimiento de los hechos y falsedades argumentados por los demandantes.  

En consecuencia con lo expresado anteriormente el Paraguay presentó ante el Procurador General de Ginebra, Doctor Bernard Bertossa, los antecedentes del caso.

El Procurador General Doctor Bertossa inició un juicio penal de tentativa de estafa a la República del Paraguay, siendo el primer paso el pedido de extradición de Gustavo Gramont Berres del Paraguay a Suiza. En este juicio se obtuvieron las pruebas necesarias para probar el fraude, que estaban en los 31.000 documentos que el juez de instrucción hizo incautar del Overland Trust Bank, en Lugano, y cuyas copias obran en la Misión Permanente del Paraguay en Ginebra. Sin esta documentación, obtenida en el desarrollo del juicio penal, la única excepción que podíamos alegar en nuestra defensa era que no se habían cumplido los requisitos nacionales, causa que no se acepta en un juicio internacional. 

En las pruebas testimoniales del Juicio Penal “Tentativa de Estafa a la República del Paraguay”, consta que el propio estafador Gramont Berres declaró que no consultó con el Gobierno Paraguayo ni fue autorizado para firmar estas garantías en nombre de la República del Paraguay, ni antes ni después de haberlas firmado. 

También el mencionado Gramont dejó constancia que las garantías que firmó tanto él como su esposa, estaban en idioma inglés, que no había una traducción y ninguno de los dos conocía ese idioma y los firmó porque el Overland Trust Bank se lo pidió.

Con este juicio penal, se pudo producir las pruebas documentales y testimoniales categóricas que demostraron: 1.- Que Gustavo Gramont Berres no había consultado previamente al Gobierno del Paraguay, ni tenía autorización para firmar las garantías de los préstamos comerciales privados, ni había comunicado posteriormente a las autoridades paraguayas. 2.- Que Gustavo Gramont Berres había recibido de los proveedores italianos seis millones de dólares como comisión. Así mismo  consta en el juicio que en el año 1991 el Banco Paribas remitió una carta al Overland Trust Bank (OTB) en la cual ponía en duda la legalidad de esta operación, que los contratos de las dos sociedades habían sido violados al no cumplirse los requisitos legales. Todas estas pruebas, a pedido del Paraguay, fueron admitidas en Primera Instancia en la sustanciación del juicio civil.
Cabe resaltar que ante la notoriedad del fraude cometido contra el Paraguay, el Banco Paribas, desistió de la demanda quedando  nueve bancos  como  demandantes del Paraguay. 

En este juicio civil declararon testigos de los antiguos dirigentes de los bancos demandantes, donde se demostraba que no habían realizado ninguna clase de averiguaciones sobre estas sociedades, Rosi S.A. y Lapachos de San Isidro S.A., ni sobre la capacidad civil y legal de sus propietarios. Que los Bancos denunciantes nunca habían estado en contacto con la República del Paraguay y solamente el Overland Trust Bank  había tratado con los bancos. Consta asimismo, que  ni  siquiera   Gustavo   Gramont  Berres   había  contactado personalmente con los 9 bancos restantes, a excepción del Overland Trust Bank,  de modo que el Overland Trust Bank se constituyo como “intermediario” entre Gramont Berres y el grupo de bancos que financiaron los supuestos proyectos o acreedores, todo era considerado como   una   actuación   irregular  e   ilícita.     Al   mismo tiempo, en Italia, fueron imputados el Director General de la SACE, Roberto Robertti, el Vicedirector, Vincenzo Martinez, el Presidente del Overland Trust Bank, Nicoletti, y el propio Gramont Berres, por asociación ilícita para delinquir. Justamente, la justicia italiana declaró que el “poder aparente” que tenía Gramont no era suficiente para obligar a la República del Paraguay. La SACE fue reorganizada y esta circunstancia nos permitió examinar la documentación de la operación de garantía de la SACE, otorgada a Rosi SA y Lapachos SA, lo que nos dio mayores pruebas del fraude.
El juez de Primera Instancia de la Republica y Cantón de Ginebra, profundo conocedor de todas las pruebas y argumentos esgrimidos, tanto del juicio civil como de las pruebas presentadas en el juicio penal por el Paraguay, incorporó al juicio civil estas pruebas y falló en primera instancia a favor de la República del Paraguay, reconociendo nuestros legítimos derechos en esta contienda. Posteriormente en Segunda y Tercera Instancia el  Tribunal Federal de Suiza no reconoció que el Paraguay no actuó ni jure imperii ni jure gestioni es así que mala fe de los bancos y sus influencias totalmente reconocidas, pudieron triunfar sobre la verdad y la justicia.

No obstante, todas estas pruebas que son concluyentes y sacan de dudas sobre la ilegalidad de la operación, el Tribunal Federal de Suiza, en un Acuerdo de Sentencia en fecha 31 de mayo del 2005, declaró que “la apariencia de poder” es suficiente para que los bancos actuaran, y los calificó de buena fe, cuando estaba demostrado que habían actuado con ligereza y torpeza, que según el axioma romano nadie puede invocar a su favor su propia torpeza. Por eso, la República del Paraguay considera  esta sentencia del Tribunal Federal Suizo como arbitraria e injusta, la cual significa la falta de razón o de justicia y haberse dejado llevar por un impulso subjetivo y parcializado, que favoreció ilegítimamente a nuestra contraparte, en este caso los bancos demandantes.

La sentencia del Tribunal Federal de Suiza está basada en una supuesta apariencia de poder del impostor Gustavo Gramont Berres,  desconocida en  las ciencias  jurídicas.  La tal teoría no tiene andamiaje científico y su elaboración es producto de una simulación para despojar al Paraguay de sus argumentos incontrastables. Si se aceptase la peligrosa y falsa teoría de la apariencia de poder, los negocios privados y los negocios públicos estarían bajo el manto de una inseguridad total. Nadie estaría a salvo de ser atracado con esta falsa teoría, que quiebra la seguridad jurídica de las personas físicas y jurídicas.  Debemos acalarar igualmente que el Supremo Tribunal Suizo decidió en el momento de sustanciación del juicio civil no admitir las pruebas producidas en la tramitación del juicio penal, hecho que para el Derecho Internacional Público equivale a la “DENEGACION DE JUSTICIA”

La no aceptación y rechazo de la jurisdicción los tribunales suizos ha sido planteada por el Paraguay no sólo en el ámbito judicial, sino  también en el ámbito diplomático y político ante el Gobierno de la Confederación Helvética. El Paraguay solicitó  al Gobierno de Suiza  que  informara al  Tribunal de Ginebra que el Estado Paraguayo no aceptaba someterse a la jurisdicción de los tribunales suizos. 


Asimismo se le señalaba que la pretendida renuncia de Gramont Berres estaba basada en un fraude cometido por un agente consular, que carecía de plenipoderes. Hemos mencionado ya que la total indefensión del Paraguay ante los tribunales suizos nos dejaría con una condena casi inmediata, y al mismo tiempo el Paraguay quedaría ante el mundo como si hubiese actuado en una forma contraria a derecho. En todos los procedimientos, ante los tribunales suizos, se han realizado afirmaciones      categóricas de  que  se  estaban  defendiendo   los intereses del Paraguay, sin reconocer ni aceptar la jurisdicción ni competencia de los tribunales de la Confederación Helvética. 

El juicio penal ha sido extremadamente contundente para probar la estafa cometida contra el Estado Paraguayo, y si no se hubiera iniciado este juicio penal, a instancias del propio Procurador General de Ginebra –como se informa más arriba- no se hubiera obtenido las pruebas contundentes de los delitos y crímenes cometidos contra el Paraguay.Así mismo sin la categórica defensa del Paraguay en el juicio civil no se hubiera podido iniciar en Suiza el enjuiciamiento criminal a Gustavo Gramont Berres. 

La República del Paraguay sostiene que no se debe pagar la reclamación formulada por los bancos demandantes del capital que dicen haber entregado a las dos firmas privadas, Rosi S.A. y Lapachos S.A. basado en la desviación manifiesta de justicia en favor del cartel de los bancos internacionales mencionados. La sentencia es una manifiesta violación del derecho Internacional Público y una clara muestra denegación de justicia ya que los tribunales de la Confederación Helvética no admitieron las pruebas producidas en la sustanciación del Juicio Penal “Tentativa de Estafa a la República del Paraguay” donde con absoluta claridad se ha demostrado el fraude perpetrado contra la República del Paraguay, sin embargo nos obliga a pagar la suma de al menos 85.000.000 de dólares de USA. 

Por otra parte mal podría la República del Paraguay proceder al pago de un crédito otorgado exclusivamente en beneficio de Gustavo Gramont Berres, sujeto que fue condenado por los tribunales de mi pais por el delito de “fraude al Estado Paraguayo”. 

Distinguidos colegas, en el seno de la Organización, nuestros países están haciendo un decidido esfuerzo luchando contra prácticas corruptas, buscando la transparencia y el buen gobierno sin embargo muchas veces nos encontramos con estereotipos en donde la corrupción se comete solamente en los países en desarrollo. 

Como podemos apreciar en este caso, los actos de corrupción fueron cometidos en un país de alto desarrollo económico y social  sin que este hecho afecte a su reputación y buen nombre,  es por eso que la lucha contra la corrupción debe  ser una lucha global que comprometa a todos los países por igual.

[image: image2.wmf]CONSEJO PERMANENTE

El Gobierno de mi país, con la presentación de este informe desea llamar la atención de los Estados Miembros de nuestra Organización Hemisférica sobre una sentencia judicial basada en una teoría que no tiene ningún fundamento científico en las ciencias jurídicas, en la aplicación del derecho y que es el resultado de una burda simulación para despojar al Paraguay de sus argumentos y pruebas incontrastables. Si se aceptase esta peligrosa y temeraria “Teoría de Apariencia de Poder”, todos los negocios públicos y privados estarían bajo el manto de la más  absoluta inseguridad jurídica de las personas físicas y jurídicas.  Muchas gracias.-
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